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Ref. Su solicitud de concepto1
Respetada Señora Galvis:
A través de su escrito, solicita a esta Superintendencia no enviar a cobro jurídico las deudas actuales por concepto de servicios públicos de un inmueble que actualmente se encuentra arrendado, y que es objeto de un proceso civil de restitución de inmueble.
Hemos recibido la solicitud de la referencia y antes de brindarle una respuesta debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
En tal virtud, tanto las preguntas como las respuestas, deben darse en forma que puedan predicarse de cualquier asunto en circunstancias similares. En efecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado ha señalado que como regla general los conceptos que se expiden a instancia del interesado no son obligatorios, ni crean situaciones jurídicas particulares.
Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero2 del artículo 79 de la Ley 142 de 19943, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 20014 esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya, pues lo anterior constituiría un acto de coadministración que le está vedado a esta entidad.
Hechas las anteriores precisiones, esta Oficina se permite presentar respuesta a la consulta efectuada, en los siguientes términos:
En primer lugar, ha de señalarse que esta Superintendencia no tiene competencia para enviar a cobro jurídico las deudas actuales por concepto de servicios públicos de un inmueble que se encuentra arrendado y en proceso de restitución. 
La responsabilidad de adelantar este tipo de cobros le corresponde al prestador-acreedor, con quien deberán adelantarse las gestiones que correspondan frente al cobro de las deudas que existan en materia de servicios públicos domiciliarios.
Con el fin de aclarar sus dudas, consideramos pertinentes referirnos al Concepto Unificado SSPD –OJU 2010-13, en el cual se analiza la figura de la solidaridad en los servicios públicos domiciliarios, el cual puede consultar a través de nuestra página web: www.superservicios.gov.co.
En dicho concepto se analiza la aplicabilidad del artículo 130 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 18 de la ley 689 de 2001, conforme al cual el propietario, el suscriptor o usuario, tienen una responsabilidad de carácter solidario en cuanto a las obligaciones y derechos en el contrato de servicios públicos.
Esto es, en el evento en que el usuario incumpla el pago oportuno de los servicios facturados dentro del término previsto en el contrato, el cual no excederá de dos períodos consecutivos de facturación en caso que esta sea bimestral y de tres períodos cuando esta sea mensual, operará la solidaridad con los efectos previstos en el artículo 1571 del Código Civil, que son:
a) La persona prestadora del servicio en calidad de acreedor, puede dirigirse conjuntamente contra todos los deudores solidarios conjuntamente, o contra cualquiera de ellos a su libre elección.
b) El deudor contra quien se dirija el cobro de la obligación por parte de la empresa está obligado al pago de la prestación total y no puede excusarse del pago de la obligación, ni pedir división entre todos los deudores.
Ahora bien, si la empresa no suspende el servicio se rompe la solidaridad en los términos establecidos en el parágrafo del artículo 130 de la Ley 142 de 1994, se rompe la solidaridad.
Ciertamente, existen diversas excepciones a la aplicación de la solidaridad, además de la ruptura por no suspensión del servicio, las cuales para efectos informativos se enuncian a continuación5:
· No existe solidaridad si el contrato de servicios públicos no está vigente al momento de la enajenación del inmueble.
· En los acuerdos de pago en que no está el propietario.
· Si el prestador instala nuevos servicios adicionales y el inmueble está en mora.
· Se rompe la solidaridad respecto de servicios públicos solicitados por un tercero distinto al propietario.
· En caso de traslado de líneas telefónicas.
· Si el suscriptor se libera de sus obligaciones contractuales.
· La solidaridad no se aplica a facilidades comerciales que se cobren a través de la factura.
· No existe solidaridad entre coarrendatarios salvo que estos sean a la vez usuarios del servicio
· No existe ruptura de solidaridad para el servicio de aseo, dada la imposibilidad de suspensión del mismo.
Y, la que más interesa para la actual consulta, 
· No existe solidaridad si el arrendatario garantiza el pago del servicio.
En efecto, la Ley 820 de 2003 mediante la cual se regula el tema del arrendamiento de vivienda urbana y su Decreto Reglamentario 3130 de 2003, establecen otra excepción a la responsabilidad solidaria previsto en el régimen de servicios públicos domiciliarios, la cual sólo aplica para contratos celebrados sobre inmuebles de vivienda urbana con posterioridad al 10 de julio de 20046. 
Dichas disposiciones, referidas a la denuncia del contrato de arrendamiento ante las empresas y la constitución de garantías como una forma de exceptuar la responsabilidad solidaria, establecen:
“Artículo 15. Reglas sobre los servicios públicos domiciliarios y otros. Cuando un inmueble sea entregado en arriendo, a través de contrato verbal o escrito, y el pago de los servicios públicos corresponda al arrendatario, se deberá proceder de la siguiente manera, con la finalidad de que el inmueble entregado a título de arrendamiento no quede afecto al pago de los servicios públicos domiciliarios:
1. Al momento de la celebración del contrato, el arrendador podrá exigir al arrendatario la prestación de garantías o fianzas con el fin de garantizar a cada empresa prestadora de servicios públicos domiciliarios el pago de las facturas correspondientes. (...)
2. Prestadas las garantías o depósitos a favor de la respectiva empresa de servicios públicos domiciliarios, el arrendador denunciará ante la respectiva empresa, la existencia del contrato de arrendamiento y remitirá las garantías o depósitos constituidos.
El arrendador no será responsable y su inmueble dejará de estar afecto al pago de los servicios públicos, a partir del vencimiento del período de facturación correspondiente a aquél en el que se efectúa la denuncia del contrato y se remitan las garantías o depósitos constituidos (...)
4. Una vez notificada la empresa y acaecido el vencimiento del período de facturación, la responsabilidad sobre el pago de los servicios públicos recaerá única y exclusivamente en el arrendatario. En caso de no pago, la empresa de servicios públicos domiciliarios podrá hacer exigibles las garantías o depósitos constituidos, y si éstas no fueren suficientes, podrá ejercer las acciones a que hubiere lugar contra el arrendatario.”
Por su parte, el citado Decreto señala lo siguiente:
“Artículo 5o. Denuncio del contrato de arrendamiento. El arrendador y/o el arrendatario deberá informar a las Entidades o Empresas de Servicios Públicos domiciliarios, a través del formato previsto en el presente Decreto y con la información mínima exigida en el artículo 8o, de la existencia o terminación del contrato de arrendamiento.
PARÁGRAFO 1º. Si el arrendador incumple con su obligación de denunciar la existencia o terminación del contrato de arrendamiento, el propietario o poseedor será solidario en los términos establecidos por el artículo 130 Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 148 de la Ley 689 de 2001.”
En consecuencia, el usuario debe dirigirse a la empresa de servicios públicos para solicitar el formato de denuncia del contrato de arrendamiento y constituir las garantías necesarias de acuerdo con las indicaciones que le informe la empresa, en relación con el tipo de garantía admisible y el monto requerido.
Mientras el propietario y/o el arrendatario del inmueble no realicen el procedimiento de denuncia del contrato de arrendamiento con la presentación de las garantías necesarias ante la empresa de servicios públicos, subsiste la responsabilidad solidaria prevista en el artículo 130 de la Ley 142 de 19947. Ahora bien, en cuanto a las garantías, según el artículo 3 del Decreto 3130 de 2003, estas pueden ser:
· Depósitos en dinero a favor de la ESP;
· Garantías constituidas u otorgadas ante Instituciones financieras o fiduciarias;
· Pólizas de seguros;
· Fiador;
· Endoso de títulos y/o garantías;
· Fiducia y encargo fiduciario;
Así pues, los prestadores de servicios públicos, a elección, podrán escoger la clase de garantía o garantías que harán exigibles a los usuarios que deseen acogerse a lo previsto en el artículo 15 de la Ley 820 de 2003 y su Decreto reglamentario 3130 de 2003.
Para terminar, en los casos en que el propietario, en su calidad de arrendador, pague las sumas de las cuales es solidario, podrá perseguir al arrendatario ejerciendo las acciones correspondientes ante los jueces civiles competentes. 
Adicionalmente, nos referiremos a la competencia de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios frente al recurso de apelación.
Conforme a lo dispuesto en la Ley 142 de 1994, la relación entre usuario y empresa se rige a través del contrato de servicios públicos o de condiciones uniformes, siendo de la esencia de éste que el suscriptor o usuario pueda presentar a la empresa peticiones, quejas y recursos relativos a tal contrato (artículos 128 y 159).
A su turno, el artículo 154 de la citada Ley, dispone que el recurso es un acto del suscriptor o usuario para obligar a la empresa a revisar ciertas decisiones que afectan la prestación del servicio o la ejecución del contrato y que contra los actos de negativa del contrato, suspensión, terminación, corte y facturación que realice la empresa, procede el recurso de reposición y en subsidio el de apelación ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios en los casos en que expresamente lo consagra la ley. Los recursos pueden interponerse por violación de la ley o de las condiciones uniformes del contrato (art.154).
Ambos recursos deben presentarse ante la Empresa, dentro de los cinco días siguientes a aquel en que la empresa ponga en conocimiento del usuario la decisión.
De acuerdo a lo anterior, puede concluirse que sólo proceden los recursos de reposición y en subsidio apelación sobre las reclamaciones del artículo 154, es decir en relación con las pretensiones que se hagan vía petición, queja o recurso relativas al contrato de servicios públicos, siempre y cuando se refieran a situaciones que afecten la prestación del servicio o la ejecución del contrato tales como, su negativa, suspensión, terminación, corte, facturación e indebida aplicación de la estratificación en la factura.
Es así, que la instancia legalmente establecida en la Ley 142 de 1994 para que la Superintendencia entre a revisar las decisiones de las empresas de servicios públicos es la de apelación, con la finalidad de examinar la legalidad de las decisiones de las empresas de servicios públicos que afecten la prestación del servicio o ejecución del contrato, negativa del contrato, terminación, corte y facturación que realice la empresa8.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co.. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente,
MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
1 Reparto 1328, Radicado 20115290436312
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TEMA: SOLIDARIDAD- Mientras el propietario y/o el arrendatario del inmueble no realicen el procedimiento de denuncia del contrato de arrendamiento con la presentación de las garantías necesarias ante la empresa de servicios públicos, subsiste la responsabilidad solidaria.
2 PARÁGRAFO 1o. En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite. 
3 Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones. 
4 Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994. 
5Circular Interna SSPD 007 de 2006.
6Si el contrato de arrendamiento es anterior a la Ley 820 de 2003, las partes de común acuerdo pueden acogerse a los términos de esta ley.
7Concepto SSPD-OJ-2006-031
8 Artículo 154, Ley 142 de 1994. 
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